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                    SALA CIVIL FAMILIA

                              PEREIRA – RISARALDA                  

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

        SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, enero quince de dos mil nueve
Expediente: 66001-22-13-004-2008-00157-00
Acta N° 6 de enero 15 de 2009
Decide la Sala la presente acción de tutela promovida por María Delsy Galvis Panesso y Martiniano Rodríguez Gómez contra el Banco Davivienda S.A. y los Juzgados Segundo Civil Municipal y Civil del Circuito de Dosquebradas. 




ANTECEDENTES

Por medio de apoderado judicial María Delsy Galvis Panesso y Martiniano Rodríguez Gómez promovieron esta acción de tutela en procura de la protección de sus derechos fundamentales, entre los que destacan el debido proceso y la vivienda digna (f. 13, c. 1), que están siendo desconocidos, dicen,  por el Banco Davivienda S.A., y por los Juzgados Segundo Civil Municipal y Civil del Circuito de Dosquebradas.
Narran en su escrito que el 9 de octubre de 1991 el Banco Davivienda S.A. les otorgó un crédito por valor de $4’900.000,oo “equivalentes en UNIDADES DE PODER ADQUISITIVO CONSTANTE UPAC” que fue garantizado con una hipoteca de primer grado; que posteriormente la entidad bancaria por el adecuado manejo del crédito les otorgó uno nuevo por valor de $1’600.000,oo, el que varió sustancialmente la deuda inicial contraviniendo las disposiciones contenidas en la Ley 546 de 1999 y resultó impagable, como que de ser deudores de $4’900.000,oo y después de pagar 36 mensualidades pasaron de serlo de $6’946.067,oo y finalmente de $23’229.719,oo, además de que resultó más gravosa la situación en cuanto al plazo para el pago y la tasa porcentual de intereses, lo que los tiene a punto de perder su vivienda por el remate ordenado.
Ello es consecuencia, dicen, de no haberse reliquidado la obligación como lo ordena la Ley 546 de 1999, lo que pone en evidencia la violación al debido proceso ya que no se aplicaron los alivios decretados por el legislador sobre los créditos upaquizados, omisión que de no haber ocurrido obligaba al juez de primera instancia a dar por terminado el proceso, lo que igualmente debió observar el de segunda sede.

Piden, entonces, que se ordene a la entidad bancaria poner a disposición del juzgado de conocimiento la reliquidación del crédito a ellos otorgado el 9 de octubre de 1991, así como los abonos hechos al mismo y la aplicación de todos los alivios ordenados por el gobierno nacional para los usuarios del sistema UPAC y que se le ordene al funcionario disponer la suspensión y el archivo del proceso sin dilación alguna al considerar que la deuda ya fue cancelada en su totalidad y que existen sumas de dinero que les deben ser reintegradas.
Con auto del 9 de diciembre de 2008 se dio impulso a la acción y se dispuso el traslado de rigor, se ordenó tener como prueba los documentos aportados con la demanda y se decretó la práctica de una inspección judicial al proceso ejecutivo; se negó el decreto de otras pruebas solicitadas y la medida provisional deprecada.

La representante legal del Banco Davivienda S.A. Red Bancafé se pronunció para solicitar que se desestimara la acción por improcedente, porque a la fecha la obligación presenta una alta morosidad, a los demandados en el juicio ejecutivo se les ha garantizado el derecho de defensa del que hicieron uso, el banco en cumplimiento de los postulados de la Ley 546 reliquidó todas y cada una de las obligaciones hipotecarias otorgadas a sus clientes correspondiéndoles a los accionantes un alivio por valor de $3’347.052,77 aplicado a enero 1 de 2000, el proceso ejecutivo cuestionado por medio de esta acción no es destinatario de ninguna de las causales de procedibilidad frente a providencias judiciales a las que ha venido haciendo referencia la Corte Constitucional y existe otro medio de defensa judicial que pueden utilizar los demandantes dentro de la ejecución seguida en su contra.

Por su parte, el Juez Civil del Circuito dijo, en síntesis, que la entidad financiera no infringió la ley por la tasa de interés cobrada; que en ningún momento se desvirtuó la obligación ya que los títulos son válidos y no se cumplió lo pactado, de ahí que la decisión de fondo adoptada en primera instancia fuera confirmada; que no se puede desvirtuar el derecho plasmado en un título valor con argumentos triviales y que no debe accederse al amparo invocado.
Ahora se procede a resolver previas estas: 

CONSIDERACIONES

El objeto de la acción de tutela, en los términos del artículo 86 de la Constitución Nacional, desarrollado por los Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992, es la protección inmediata de los derechos fundamentales que una persona advierte lesionados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública o, en determinados casos, por particulares.

La pretensión en este caso apunta a que se ordene la inmediata suspensión y archivo del proceso ejecutivo con título hipotecario que se sigue en contra de los actores ante el Juzgado Segundo Civil Municipal de Dosquebradas y que se deje sin efecto, a su vez, la sentencia de segundo grado dictada por el superior funcional del citado despacho judicial, partiendo de la convicción de que se ha incurrido en una vía de hecho al no ajustar el crédito otorgado a los postulados legales que rigen a partir de la Ley 546 de 1999.
Se desprende de lo anotado que el fundamento para pedir viene arraigado, en forma exclusiva, en el hecho de que se dé cabal aplicación a la regla legal antedicha y a las líneas jurisprudenciales trazadas por la Corte Constitucional, relacionadas con la suspensión y terminación de procesos hipotecarios atendiendo lo reglado por el parágrafo 3º del artículo 42 de la ley 546 de 1999 y lo dispuesto principalmente en la Sentencia C-955 de 2000. 
Pero para decirlo en breve, y es lo que dejan de lado los accionantes, se advierte que en todas las decisiones adoptadas, en las que se ordenó la aludida terminación, se partió de un hecho claro, cual fue el de que los procesos ejecutivos con título hipotecario se hubieran promovido antes de la vigencia de la tan citada ley marco de vivienda.

Y ello ha sido así, porque que en el nuevo camino trazado por el legislador y las sentencias de los jueces constitucionales se fijaron unas pautas diversas, en pro del interés social de un considerable número de deudores ante la dramática situación económica en la que se vieron inmiscuidos por las alzas generadas que imposibilitaron el pago normal de las cuotas pactadas, que a la larga les venía generando la pérdida de sus viviendas. Es así como en forma insistente, la máxima Corporación Constitucional instó a todos los funcionarios judiciales a ceñirse a sus pronunciamientos en el sentido de que se dieran por terminadas las actuaciones que hasta ese momento se venían adelantando bajo una normativa diferente, para que se acomodaran a esos nuevos postulados.
Pero ocurre aquí que el proceso cuya suspensión, terminación y archivo se pretende fue presentado en el año 2006, esto es, seis años después de entrar en vigencia la Ley 546 de 1999, por lo que sin mayor esfuerzo se concluye que no se trata de una situación similar a las que la doctrina constitucional se refiere, en las que se ha dicho 
 que son dos las condiciones que deben cumplirse para que se proceda de aquella manera: 

“1) En primer lugar, la exigencia de que los procesos ejecutivos con título hipotecario objeto del beneficio ofrecido por la Ley 546 de 1999, se hubieran iniciado antes del 31 de diciembre de 1999. Es decir, que el proceso ejecutivo, con el cual una entidad crediticia pretendía hacer efectiva la obligación hipotecaria contraída en Unidades de Poder Adquisitivo Constante (UPAC), por aplicación de la Ley 546 de 1999, debía ser suspendido a efectos de que dicha obligación financiera se reliquidara previo el abono señalado en el artículo 40 de la misma ley, actuación que podía adelantarse de oficio o por petición del deudor.

  


2) En segundo lugar, el siguiente requisito a cumplir para la terminación del proceso ejecutivo es el relativo al aporte de la reliquidación al mismo. Lo anterior tiene su fuente jurisprudencial en lo expresado por la Corte en su sentencia C-955 de 2000 en la cual se dijo: ““…producida ella, (la reliquidación) debe dar lugar a la terminación del proceso y a su archivo sin más trámite, como lo ordena la norma”. Lo anterior no puede ser interpretado de manera diferente a como efectivamente lo hizo esta Corte en un pronunciamiento posterior, la sentencia T-606 de 2003, en la que reiteró que la C-955 de 2000 había señalado que:

   


“En suma, una vez concluido el trámite de la reliquidación del crédito, los procesos iniciados antes del 31 de diciembre de 1999, iniciados para hacer efectivas obligaciones hipotecarias convenidas en UPACS, terminaron por ministerio de la ley…”

   


En ese orden de ideas, reliquidada la obligación hipotecaria, el camino a seguir es la terminación del proceso, pues de esta forma lo establece la jurisprudencia y la misma Ley 546 de 1999 cuando dispone en el parágrafo 3 de su artículo 42 “…En caso de que el deudor acuerde la reliquidación de su obligación, de conformidad con lo previsto en este artículo el proceso se dará por terminado y se procederá a su archivo sin más trámite”. En efecto, cumplidos todos los trámites previos, el juez en el proceso ejecutivo está en la obligación de dar por terminado el proceso en cuestión, no como consecuencia de la finalización normal de este tipo de proceso, sino por ministerio de la ley que así lo dispuso
. Si no lo hace se configura una vía de hecho
”.

Con meridiana claridad se advierte, entonces, que el primer supuesto no se cumple, porque la demanda en este caso fue presentada en el mes de septiembre de 2006, y no antes del 31 de diciembre de 1999 que es lo que daba lugar, junto con la reliquidación del crédito, a que se terminaran los procesos, si de seguir el criterio de la Corte Constitucional se trataba. 
Basta lo anterior para que se niegue el amparo impetrado, como se hará, en vista de que ante la improcedencia de la terminación del proceso en la forma que requieren los accionantes, que es de lo que pende la protección invocada, no puede concluirse la incursión por parte de los funcionarios en una vía de hecho, ni la vulneración del derecho de defensa que les asiste a los demandantes, menos aún cuando el juez de segundo grado advirtió del cuidado que debe tenerse al momento de liquidar definitivamente el crédito. 
DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley NIEGA el amparo solicitado por María Delsy Galvis Panesso y Martiniano Rodríguez Gómez contra el Banco Davivienda S.A. y los Juzgados Segundo Civil Municipal y Civil del Circuito de Dosquebradas
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                                CLAUDIA MARIA ARCILA RÍOS









� Sentencia SU-813 de 2007


� Sentencia T-357 de 2005


� En este sentido ver también, sentencias: T-643 de 2006 y T591 de 2006
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